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Procede, en consecuencia, desestimar este recurso
porque, como allí se afirmaba, «será en el examen de
cada caso donde el órgano judicial competente podrá
apreciar, según las singulares características de la situa-
ción posesoria, si ésta debe subsistir. De lo cual resultará
si es el poseedor o bien el ejecutante quien haya de
acudir al ulterior juicio en garantía de sus derechos»
y añadíamos que «aquella decisión no rebasa el ámbito
de la legalidad en cuanto limitada en cada caso a la
peculiar situación jurídica de los terceros poseedores
que permita apreciar si, según sus caracteres, el título
alegado debe determinar la subsistencia de la posesión
en tanto la cuestión se decida en el juicio correspon-
diente». Y también que «el proceso de la Ley Hipotecaria
no impide que los poseedores, en el momento de ser
requeridos para el desalojo y ulterior lanzamiento, pue-
dan exhibir un título cuya eficacia sólo a efectos de la
ejecución habrá de valorar el Juez, pero sí se opone,
por su propia naturaleza, a que en el mismo proceso
se agregue como apéndice final otro procedimiento con-
tradictorio no previsto en la Ley». En conclusión, la vul-
neración del art. 24.1 es independiente de la posición
más o menos desventajosa del poseedor en un ulterior
proceso, pues para ello habría de quedar en una situación
de material indefensión que no se produce si al tener
conocimiento de la ejecución tuvo la posibilidad de adu-
cir la existencia de un derecho que en apariencia pueda
subsistir.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por doña Gloria Romero
Martorell

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de febrero de mil nove-
cientos noventa y ocho.—Álvaro Rodríguez Bereijo.—Vi-
cente Gimeno Sendra.—Pedro Cruz Villalón.—Enrique
Ruiz Vadillo.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pa-
blo García Manzano.—Firmado y rubricado.

7402 Sala Primera. Sentencia 43/1998, de 24 de
febrero de 1998. Recurso de ampa-
ro 1.178/1996. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Madrid aprobatorio de la tasa-
ción de costas en rollo de apelación y contra
otro posterior que desestima recurso de súpli-
ca interpuesto contra aquél. Supuesta vulne-
ración del derecho a la tutela judicial efectiva:
congruencia de la resolución judicial.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Álvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.178/96, promovido
por don Francisco Javier Ruiz Martínez Salas, Procurador
de los Tribunales, en su propio nombre y representación,

contra el Auto dictado por la Sección Decimocuarta de
la Audiencia Provincial de Madrid, de 10 de mayo de
1995, aprobatorio de la tasación de costas en el rollo
de apelación núm. 906/91, y contra el Auto de 19 de
febrero de 1996, que desestima el recurso de súplica
interpuesto contra el anterior.

Han sido parte doña Carmen Varela Gutiérrez de
Caviedes, doña María López Rúa Soler, así como don
Eulogio, don Carlos, don Francisco Javier, doña María
del Rosario, don Gustavo, doña Carmen, doña María Lour-
des y don Manuel Losada Varela, representados por el
Procurador de los Tribunales don Argimiro Vázquez Gui-
llén y defendidos por la Letrada doña Carmen González
Ramallo. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido
Ponente el Magistrado don Manuel Jiménez de Parga
y Cabrera, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Los hechos en que se fundamenta la demanda
referida en el encabezamiento son, sucintamente expues-
tos, los siguientes:

a) La Audiencia Provincial de Madrid, por Auto de
7 de julio de 1992, acordó tener por desistida y apartada
del recurso de apelación, tramitado con el núm. 906/91,
a la parte apelante, imponiéndole las costas causadas
en la segunda instancia.

b) La apelada, representada por el Procurador don
Francisco Javier Ruiz Martínez Salas, hoy demandante
de amparo, interesó la práctica de la tasación de las
costas producidas en la apelación, presentando la corres-
pondiente minuta de honorarios del Letrado y de dere-
chos y suplidos del Procurador.

c) Por escrito de 11 de noviembre de 1992, el Pro-
curador de la apelante impugnó ambas minutas por exce-
sivas. La Secretaría de la Sala mediante diligencia de
ordenación, de 13 de noviembre de 1993, tuvo por
impugnada exclusivamente la tasación de costas de la
minuta de honorarios del Letrado.

d) El Procurador don Francisco Javier Ruiz Martínez
Salas presentó escrito de contestación a la impugnación,
el día 19 de noviembre de 1992, alegando ser correctos
tanto los honorarios del Letrado como los derechos del
Procurador, dada la cuantía del pleito.

Emitido el preceptivo informe por el Ilustre Colegio
de Abogados de Madrid, la Sección Decimocuarta de
la Audiencia, por Auto de 24 de febrero de 1994, estimó
parcialmente la impugnación de honorarios del Letrado
por excesivos, aprobando la tasación de costas con esa
rectificación.

e) Mediante escrito de 3 de marzo de 1995, el Pro-
curador de la parte condenada en costas, interesó de
la Sección Decimocuarta que se pronunciase sobre la
impugnación de la tasación de costas en su día efectuada
respecto de los derechos del Procurador don Francisco
Javier Ruiz Martínez Salas.

f) La Sección Decimocuarta, por Auto de 10 de
mayo de 1995, estimó la impugnación de los derechos
del Procurador, por excesivos, a la vista del informe emi-
tido por el Ilmo. Colegio de Abogados de Madrid, en
relación con la cuantía del pleito, que había de ser tenido
en cuenta igualmente para fijar los derechos del Pro-
curador, aprobando el resto de la tasación de costas
y dejando sin efecto lo acordado en el Auto de 24 de
febrero de 1994. Asimismo, se requirió al Procurador
señor Ruiz Martínez Salas para que, en el término de
diez días, procediese a la entrega de la cantidad de seis-
cientas treinta y siete mil ciento doce pesetas para su
devolución a la parte apelante, indicándose que contra
dicha resolución no cabía recurso alguno.

g) No obstante lo anterior, el hoy demandante de
amparo interpuso recurso de súplica contra el Auto dic-
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tado por la Sección Decimocuarta el 10 de mayo de
1995, solicitando su nulidad, alegando ser firme e ina-
tacable el Auto recaído en fecha de 24 de febrero de
1994, invocando al efecto los arts. 24.1 y 2 C.E.

h) Por Auto de 19 de febrero de 1996, la Sección
Decimocuarta de la Audiencia declaró no haber lugar
a la nulidad de actuaciones, considerando que el Auto
impugnado resuelve exclusivamente la impugnación de
los derechos del Procurador, efectuada en su momento.
Cuestión que, habiendo sido debatida, no fue resuelta
en el Auto de 24 de febrero de 1994, que se limitó
a declarar excesivos los honorarios del Letrado.

2. Considera el recurrente en amparo que las reso-
luciones judiciales impugnadas son contrarias al art. 24.1
C.E., derecho a obtener la tutela judicial efectiva, en su
vertiente de intangibilidad de las Sentencias y demás
resoluciones firmes, dictadas por los Jueces y Tribunales,
y de respeto a la cosa juzgada.

Se afirma en la demanda que la Sección Decimo-
cuarta de la Audiencia Provincial privó de eficacia a lo
ya decidido en una resolución firme e inatacable, el Auto
aprobando la tasación de costas, de 24 de febrero de
1994, que a su entender resolvía sobre la cuestión plan-
teada, la impugnación de los derechos y suplidos del
Procurador.

3. Mediante providencia de 8 de julio de 1996, la
Sección Primera de este Tribunal acordó la admisión
a trámite de la demanda de amparo, sin perjuicio de
lo que resultare de los antecedentes y, a tenor de lo
dispuesto en el art. 51 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional, requerir a la Audiencia Provincial de
Madrid y al Juzgado de Primera Instancia núm. 8 de
dicha capital para que, en el plazo de diez días, remitiera
testimonio de las actuaciones de las que trae causa el
presente recurso, interesándose, al propio tiempo, que
se emplazase a quienes fueron parte en el mencionado
procedimiento, con excepción del recurrente en amparo,
para que en el plazo de diez días pudieran comparecer
en el presente proceso constitucional.

4. En la misma providencia se acordó formar la
correspondiente pieza separada de suspensión y, una
vez evacuados los trámites pertinentes, la Sala Primera
dictó Auto el 24 de septiembre de 1996 denegando
la suspensión del Auto de la Sección Decimocuarta de
la Audiencia Provincial de Madrid, por tratarse de una
resolución con efectos meramente económicos que, en
principio, no causan perjuicios irreparables.

5. Por providencia de 16 de junio de 1997, la Sec-
ción Segunda tuvo por recibido el testimonio de las
actuaciones remitido por la Audiencia Provincial de
Madrid y el escrito de personación del Procurador señor
Vázquez Guillén, de fecha 3 de junio de 1997, teniéndole
por personado y parte en nombre y representación de
doña Carmen Varela Gutiérrez de Caviedes, doña María
López Rúa Soler, así como don Eulogio, don Carlos, don
Francisco Javier, doña María del Rosario, don Gustavo,
doña Carmen, doña María Lourdes y don Manuel Losada
Varela. A tenor de lo dispuesto en el art. 52 de la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional, se acordó dar vista
de todas las actuaciones, por un plazo común de veinte
días, al Ministerio Fiscal y a las partes personadas, para
que dentro de dicho término pudieren presentar las ale-
gaciones que estimasen pertinentes.

6. El 9 de julio de 1997 se registró el escrito de
alegaciones del Procurador don Argimiro Vázquez Gui-
llén. En él se afirma que el Auto impugnado resuelve
una cuestión no decidida en el Auto de 24 de febrero
de 1994, dictado por la misma Sección Decimocuarta,
y que fue planteada en su momento la impugnación

de los derechos del Procurador. Considera un manifiesto
abuso del derecho la demanda de amparo ejercitada,
y solicita se dicte resolución por la que, desestimando
íntegramente el recurso, se condene expresamente en
costas al recurrente por temeridad y mala fe.

7. El recurrente en amparo, en su escrito registrado
el 10 de julio de 1997, da por reproducidos los hechos
y fundamentos de Derecho que constan en la demanda,
añadiendo que en ningún momento le ha movido mala
fe hacia ninguna de las partes personadas ni hacia el
tribunal juzgador. Interesa que se dicte Sentencia esti-
matoria del recurso de amparo y se ordene a la Sección
Decimocuarta de la Audiencia el reintegro de la cantidad
consignada, dando por válida la tasación de costas apro-
bada inicialmente.

8. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de ale-
gaciones el 14 de julio de 1997, en el que solicita se
dicte Sentencia desestimando el recurso de amparo.

Alega, en primer lugar, la extemporaneidad del recur-
so de amparo, cuyo plazo de interposición considera
que debe computarse a partir de la fecha de notificación
del Auto que se impugna y que ha sido excedido por
haberse interpuesto contra el mismo un improcedente
recurso de súplica.

En cuanto al fondo de la cuestión, aduce que el Auto
recurrido en amparo no afecta en nada a la resolución
que en su momento adquirió firmeza, porque su objeto,
impugnación de los derechos del Procurador, es dife-
rente y distinto del objeto del primer Auto —impugnación
de los honorarios del Letrado—, por lo que a su entender
falta el requisito de identidad del objeto, necesario para
apreciar la cosa juzgada entre las dos pretensiones que
el órgano judicial resuelve en los dos Autos. Añade, por
otra parte, que la determinación de la realidad de la
cosa juzgada supone el examen y valoración de los
hechos enjuiciados en las dos resoluciones, lo que cons-
tituye una cuestión de legalidad ordinaria, potestad exclu-
siva de la función jurisdiccional ordinaria (art. 117.3 C.E.),
por lo que el Tribunal Constitucional no debe entrar a
conocer, toda vez que la resolución que se impugna
razona, motiva y fundamenta el alcance y sentido del
fallo, sin que tal razonamiento pueda ser considerado
arbitrario, irracional o incongruente.

9. Por providencia de 23 de febrero de 1998 se
señaló el siguiente día 24 del mismo mes y año para
deliberación y fallo de la presente Sentencia.

II. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión que se plantea en el presente recurso
consiste en dilucidar si el Auto dictado por la Sección
Decimocuarta de la Audiencia Provincial de Madrid, el
día 10 de mayo de 1995, que aprobó la tasación de
costas, estimando la impugnación de los derechos del
Procurador, en el rollo de apelación núm. 906/91, y
que fue confirmado por la misma Sección Decimocuarta
por Auto de 19 de febrero de 1996, dictado en el recurso
de súplica interpuesto por el hoy demandante de amparo,
vulneran el art. 24.1 C.E.

Sostiene el quejoso que las mencionadas resolucio-
nes han modificado lo ya decidido en otra resolución
firme —el Auto de 24 de febrero de 1994— por la que
se estimó parcialmente la impugnación de los honorarios
del Letrado por excesivos, reduciendo los mismos y apro-
bando la tasación de costas con tal rectificación, y, por
tanto, atenta contra los principios de cosa juzgada y
el derecho a que las resoluciones firmes se cumplan,
que el art. 24 C.E. reconoce.
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2. Nuestro examen debe, sin embargo, iniciarse por
la causa de inadmisibilidad del recurso de amparo pre-
vista en el art. 44.2 LOTC, planteada por el Ministerio
Fiscal en su escrito de alegaciones, esto es, la extem-
poraneidad de la presente demanda.

Estima el Fiscal que el Auto de 10 de mayo de 1995,
aprobatorio de la tasación de costas, no era susceptible
de recurso alguno, según el tenor literal del art. 428
L.E.C., y como así se indicaba en la propia resolución
que aquí se impugna; por tanto, el recurso de súplica
interpuesto era de todo punto improcedente: el cómputo
del plazo para la interposición del recurso de amparo
debía iniciarse a partir de la fecha de la notificación
del Auto presuntamente lesivo del derecho fundamental
que hoy se invoca, esto es, el 22 de mayo de 1995,
de lo que resulta claramente la extemporaneidad de la
demanda presentada con fecha de 18 de marzo de 1996.

Ciertamente este Tribunal Constitucional ha dicho en
reiteradas ocasiones que «el plazo para la interposición
del recurso de amparo establecido en el art. 44.2 LOTC,
es un plazo de caducidad, improrrogable, no susceptible
de suspensión y, por consiguiente, de inexorable cum-
plimiento, que ha de computarse desde que se tiene
conocimiento de la decisión lesiva del derecho funda-
mental o de la resolución del medio impugnatorio ar-
ticulado contra ella, sin que sea admisible una prolon-
gación artificial de la vía judicial previa a través de la
interposición de recursos manifiestamente improceden-
tes o legalmente inexistentes contra una resolución fir-
me» (SSTC 120/1986, 352/1993). También tenemos
establecido que la formulación de estos recursos impro-
cedentes provoca una ampliación indebida del plazo
legal para interponer el recurso de amparo, determinan-
do su inadmisibilidad por extemporaneidad.

Sin embargo, para enjuiciar el carácter manifiesta-
mente improcedente del recurso de súplica, desde la
perspectiva del art. 44.1 a) LOTC, ha de recordarse la
doctrina de este Tribunal, en el sentido de que la tutela
general de los derechos y libertades constitucionales
corresponde primariamente a los Tribunales ordinarios
ante los que los ciudadanos ejercitan su derecho a la
tutela judicial efectiva que incluye el derecho del inte-
resado a utilizar cuantas acciones y recursos considere
útiles para la defensa de sus derechos e intereses, aun
los de dudosa procedencia (SSTC 120/1986, 67/1988,
289/1993, 352/1993), pues no puede exigirse al liti-
gante que renuncie a un recurso (STC 253/1994), asu-
miendo «el riesgo de lo que, a su juicio y razonablemente,
pudiese suponer una falta de agotamiento de la vía judi-
cial previa» (STC 120/1986), puesto que ha de tenerse
presente que el art. 53.2 atribuye la tutela de los dere-
chos fundamentales, ante todo, a los tribunales ordina-
rios (SSTC 138/1985, 186/1987, 185/1990).

Pues bien, en el caso presente, aun cuando la pro-
cedencia del recurso de súplica era discutible, el
recurrente estimó aplicable el art. 402 L.E.C., sin inten-
ción de alargar artificialmente el plazo para interponer
el recurso de amparo. Este Tribunal tiene dicho, en la
línea jurisprudencial apuntada, que debe permitirse la
utilización de cuantos recursos se consideren útiles para
la defensa de los intereses, aun los de dudosa proce-
dencia, siempre que no se vislumbre en ello una inten-
ción meramente dilatoria (ATC 229/1993, fundamento
jurídico 2.o, con cita de la STC 28/1987). Por otro lado,
la Sección Decimocuarta de la Audiencia dio respuesta
a la queja del recurrente, desestimándola, sobre la posi-
ble lesión del derecho fundamental alegado, el art. 24.1
C.E. Esto es, no consideró manifiestamente improceden-
te su recurso. En suma, no cabe apreciar que concurra
la causa de inadmisibilidad alegada.

3. Descartada la concurrencia de la causa de inad-
misión consistente en la extemporaneidad de la deman-
da, procede examinar la cuestión de fondo planteada
por el recurrente, esto es, la presunta vulneración del
principio de invariabilidad de las Sentencias y demás
resoluciones judiciales firmes.

Tal inmutabilidad integra el contenido del derecho
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.), en una de
sus diversas proyecciones: «el derecho a que las reso-
luciones judiciales alcancen la eficacia propia que el orde-
namiento les reconoce, pues, si así no fuera, el derecho
mismo a la jurisdicción, en todo su complejo contenido,
quedaría, sin más, privado de sentido. Manifestaciones
de esta exigencia constitucional son, de acuerdo con
una constante doctrina de este Tribunal, el derecho a
que las resoluciones judiciales se ejecuten en sus propios
términos (por todas, STC 67/1984, fundamento jurídico
2.o) y también, en lo que aquí más importa, el respeto
a la firmeza de esas mismas resoluciones y a la intan-
gibilidad de las situaciones jurídicas en ellas declaradas,
pues también si la cosa juzgada (‘‘material’’, según la
más arraigada expresión doctrinal) fuese desconocida
vendría a privarse de eficacia a lo que se decidió con
firmeza al cabo del proceso» (SSTC 159/1987, funda-
mento jurídico 2.o, y 12/1989, fundamento jurídico 4.o,
por todas).

4. Se alega en la demanda que las resoluciones aquí
impugnadas de la Audiencia Provincial desconocieron
la eficacia de la «cosa juzgada» alcanzada por el Auto
de 24 de febrero de 1994, dictado en el incidente de
tasación de costas.

Conviene precisar, ante todo, que el art. 1.252 C.C.,
establece que, para que la presunción de cosa juzgada
surta efecto, es necesario que entre el caso resuelto
y aquel en que ésta se invoque, concurra la más perfecta
identidad entre las cosas, las causas, las personas de
los litigantes y la calidad con que lo fueron. Por otra
parte, constituye doctrina reiterada de este Tribunal que
«la determinación del alcance que quepa atribuir a la
cosa juzgada constituye una cuestión que corresponde
a la estricta competencia de los órganos judiciales, sólo
revisable en sede constitucional si tal interpretación
resulta incongruente, arbitraria o irrazonable (así, SSTC
242/1992, 79/1993, 92/1993, 152/1993, y ATC
1322/1988)» (SSTC 87/1996, fundamento jurídico 5.o,
y 34/1997), lo que lleva necesariamente a que, salvo
que se le pueda hacer alguno de los anteriores reproches,
«la valoración que de ello se haya hecho en cada caso,
debe ser respetada por este Tribunal» (STC 135/1994).

La Sección Decimocuarta de la Audiencia Provincial
de Madrid, en el Auto de 10 de mayo de 1995, resuelve
una pretensión deducida por la parte apelante —la impug-
nación de los derechos y suplidos del Procurador— dife-
rente a la resuelta en el Auto de 24 de febrero de 1995
—la impugnación de los honorarios del Letrado—, pre-
tensiones ambas sobre las cuales existió el oportuno
debate contradictorio en el mismo procedimiento. No
puede hablarse de identidad de la causa de pedir, pues
si las pretensiones son diferentes, existen diversas cau-
sas de pedir. Faltó un requisito básico para apreciar la
cosa juzgada. Ese fue, en definitiva, el fundamento de
la decisión adoptada en el Auto que aprobó la tasación
de costas, así como de la desestimación del recurso
de súplica que ahora se recurren en amparo.

Tal razonamiento de la Audiencia no puede ser tacha-
do de incongruente, arbitrario o irrazonable y, por tanto,
no procede que este Tribunal revise, de nuevo, en estric-
tos términos de legalidad ordinaria, el juicio efectuado
por aquel órgano judicial, al no ser una tercera instancia.

En consecuencia, debemos desestimar el recurso de
amparo.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de febrero de mil nove-
cientos noventa y ocho.—Álvaro Rodríguez Bereijo.—Vi-
cente Gimeno Sendra.—Pedro Cruz Villalón.—Enrique
Ruiz Vadillo.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pa-
blo García Manzano.—Firmado y rubricado.

7403 Sala Primera. Sentencia 44/1998, de 24 de
febrero de 1998. Recurso de amparo
2.459/1996. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Navarra, estimando recurso de
apelación interpuesto contra el dictado por
el Juzgado de Primera Instancia número 5 de
los de Pamplona. Supuesta vulneración de los
derechos a la tutela judicial efectiva y a la
legalidad: ejecución provisional de Sentencia.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Álvaro Rodríguez Bereijo, Presidente, don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.459/96, promovido
por la entidad mercantil «Consulting de Dirección e Inver-
sión, S. L.», representada por el Procurador don José
Manuel Dorremochea Aramburu y asistida por el Letrado
don Fermín Aldaz Valés, contra el Auto de la Audiencia
Provincial de Navarra, de 22 de mayo de 1996, por
el que se estima el recurso de apelación interpuesto
contra el Auto de 17 de octubre de 1995, dictado por
el Juzgado de Primera Instancia núm. 5 de los de Pam-
plona. Han sido parte la entidad proceso de «Plásticos
Integrado, S. A.» (PROPISA), don Jesús Belzunce Zuasti,
don José Luis Belzunce Manterola, don Gastón Belzunce
Manterola, don Arnaldo Belzunce Manterola, don Liborio
Oficialdegui Recarte, doña Elena Oficialdegui Manterola,
don Liborio Oficialdegui Manterola, don Melchor Men-
doza Arróniz, don Cirilo Mate Mate, don Matías García
Gomara, don Sergio Monzón Moix y don Gregorio Man-
terola Martínez, representados por la Procuradora de los
Tribunales doña Elvira Cámara López y defendidos por
el Letrado don Miguel Ángel Zulaica. Ha intervenido el
Ministerio Fiscal, siendo Ponente el Magistrado don
Vicente Gimeno Sendra, quien expresa el parecer de
la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado ante este Tribunal el
día 15 de junio de 1996, la representación procesal
de «Consulting de Dirección e Inversión, S. L.», interpuso

el recurso de amparo del que se ha hecho mención en
el encabezamiento.

2. El recurso de amparo se fundamenta en los
siguientes hechos:

a) El 3 de junio de 1994, el Juzgado de Primera
Instancia núm. 5 de los de Pamplona dictó Sentencia
por la que, estimando parcialmente la demanda presen-
tada por la entidad mercantil hoy recurrente en amparo
contra otra entidad y sus accionistas, declaraba la exis-
tencia y validez de un contrato de corretaje entre las
partes, el cumplimiento de dicho contrato y el derecho
de la demandante a percibir una comisión del 6 por
100 del precio de la operación, condenando, en con-
secuencia, a los demandados al pago de la cantidad
de 11.702.298 pesetas, más IVA e intereses legales des-
de la interposición de la demanda.

b) Interpuesto por los demandados recurso de ape-
lación contra dicha Sentencia, la misma fue objeto de
ejecución provisional por el Juzgado a instancia de la
demandante y en virtud de lo dispuesto en el art. 385
L.E.C.

c) La Audiencia Provincial de Navarra, mediante
Sentencia de fecha 2 de mayo de 1995, estimó par-
cialmente el citado recurso de apelación, revocando en
parte la Sentencia impugnada en el sentido de que la
cantidad a satisfacer por los demandados sería la que
se fijara en ejecución de Sentencia sobre la base de
la rebaja de la comisión a percibir por la demandante,
del 6 por 100 declarado en la primera instancia, al 2
por 100.

Frente a dicha Sentencia ambas partes interpusieron
sendos recursos de casación.

d) Los demandados, entonces, solicitaron del Juz-
gado, en virtud de lo dispuesto en el art. 1.722 L.E.C.,
la ejecución provisional de la Sentencia dictada en grado
de apelación y, en consecuencia, la devolución de las
dos terceras partes de la cantidad que habían satisfecho
en ejecución provisional de la primera Sentencia (en con-
creto, se pedía la devolución de 8.813.532 pesetas),
con el compromiso de prestar aval en garantía de la
citada cifra.

El Juzgado respondió a dicha solicitud por providencia
de 23 de mayo de 1995, por la que se acordaba esperar
para tomar una decisión a la remisión de los autos prin-
cipales por la Audiencia Provincial. Interpuesto recurso
de reposición contra dicha providencia, el mismo fue
desestimado por Auto de 6 de junio de 1995, por el
que se remitía a los demandados/apelantes a la Audien-
cia Provincial para instar la ejecución provisional de la
Sentencia de apelación.

e) Instada, pues, ejecución provisional ante la
Audiencia Provincial, ésta, por providencia de 28 de junio
de 1995, declaró no haber lugar a la misma por entender
que, dado que ello supondría alterar los términos de
la ejecución provisional tramitada ante el Juzgado de
Primera Instancia, la solicitud debía ser dirigida a éste.

f) Dicha providencia no fue recurrida. En su lugar,
y conforme a lo indicado en ella, los demandados/a-
pelantes volvieron a dirigirse por escrito al Juzgado, soli-
citando esta vez la modificación de la ejecución pro-
visional de la primera Sentencia conforme al fallo de
la dictada en apelación, y reiterando el compromiso de
presentación del aval.

El Juzgado rechazó tal petición por providencia de
26 de septiembre de 1995 y, de nuevo, por Auto de
17 de octubre de 1995, al desestimar el recurso de
reposición interpuesto contra aquélla, por entender que
dicha solicitud carecía de cobertura legal.

g) Finalmente, interpuesto recurso de apelación
contra esta última resolución, el mismo fue estimado
por Auto de la Audiencia Provincial, de 22 de mayo


